
 

 

DECLARACION DE DERECHOS DE LAS VICTIMAS 

 

Para preserver y proteger el derecho de las víctimas a la justicia y debido proceso, la víctima de un delito tiene 

derecho a: 

 

 A ser tratado justamente, con respeto y dignidad, y estar libre de intimidación, acoso o abuso, a lo largo 

del proceso penal. 

 

 A ser informado, bajo petición, cuando el acusado o sentenciado sea liberado de la custodia o haya 

escapado. 

 

 A estar presente, bajo petición, en y a ser informado de todos los procedimientos penales en los cuales el 

acusado tiene derecho a estar presente. 

 

 A ser escuchado durante cualquier procedimiento que involucre una desición de liberación posterior al 

arresto, de una pena negociada, y de la sentencia. 

 

 A rechazar una entrevista, deposición, u otra petición de descubrimiento por el acusado, el abogado del 

acusado, u otras personas que actúen en nombre de la parte demandada. 

 

 De hablar con la fiscalía, después de que el crímen en contra de la víctima ha sido acusado, antes del 

juicio o antes de cualquier disposición del caso y a ser informado de la disposición. 

 

 A leer informes, previo a la sentencia, relacionados con el delito contra la víctima cuando se encuentren 

disponibles a la parte demandada.  

 

 A recibir pronta resititución de la persona declarada culpable de la conducta criminal que causó la 

pérdida o lesión a la víctima. 

 

 A ser escuchado en todo procedimiento cuando se esté considerando cualquier liberación posterior a la 

condena de reclusión. 

 

 A un juicio rápido o disposición, y a la conclusión pronta y final del caso después de la condena y la 

sentencia. 

 

 A tener todas las reglas que rigen el procedimiento penal y la admisibilidad de las pruebas en todos los 

procesos penales que protegen los derechos de las víctimas y que estas reglas estén sujetas a 

modificación o derogación por la legislatura para garantizar la protección de estos derechos. 

 

 A ser informado de los derechos constitucionales de las víctimas. 

 

 

 



 

 

 

El ejercicio de cualquier derecho de una víctima, concedido por esta sección, no será motivo para desechar 

cualquier procedimiento o anular cualquier condena o sentencia. 

 

“Víctima” significa una persona contra la cual se ha cometido el delito o, si ésta muere o es incapacitada, es el 

conyuge, padre, hijo u otro representante legal de la persona, excepto si alguna de esas personas se encuentra 

bajo custodia por un delito o es la persona acusado. 

 

El poder legislativo o la gente, por iniciativa o referendum, tienen la autoridad para promulgar leyes sustantivas 

y de procedimiento para definir, implementer, mantener y proteger los derechos garantizados a las víctimas por 

esta sección, incluyendo la autoridad para extender cualquiera de estos derechos en el procedimiento de 

menores. 

 

La enumerción en la constitución de determinados derechos para las víctimas no se interpretará a negar o 

menospreciar otros concedidos por la legislatura o retenidos por las víctimas. 

 

 

 


